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INTRODUCCIÓN

La primera declaración aprobada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (1948) fue la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Casi cincuenta años después, la Conferencia de Viena marcó un punto de inflexión en el reconocimiento de los derechos humanos y -en palabras de Boutrous-Ghali- al referirse al actual periodo de “aceleración de la Historia” el Secretaria General identifico como los “tres imperativos de la Conferencia de Viena los siguientes: la universalidad (inherente a los derechos humanos y profundizada por el derecho al desarrollo como un derecho humanos), la garantía ( a las medidas de implementación en el interior de los Estados y en la comunidad de los mismos) y la democratización (inseparable de la protección de los derechos humanos y para ser asimilada por todas las culturas)
. Si la proclamación de Teherán correspondió a la fase legislativa, la Declaración de Viena, aportó a  la implementación de los instrumentos múltiples. Cada una es fruto y da testimonio de su época y ambas forman parte de un proceso de construcción de una cultura universal de los derechos humanos. 

En 1993 la resolución 48/121 de la Asamblea General de las Naciones Unidas sostuvo que “la Conferencia de Viena ha hecho una importante contribución a la causa de los derechos humanos y que sus resultados deberán traducirse en medidas efectivas de los Estados, los órganos competentes de las Naciones Unidas y su sistema de organizaciones.” 
En 1997, la Secretaría General de las Naciones Unidas puso en marcha un programa de reforma del sistema, enfatizando especialmente la necesidad de colocar  los derechos humanos en el centro del accionar del sistema. En 1999, el Secretario General, Sr. Khoffi Annan, comunicó a la comisión de derechos humanos:

“As the Secretary-General of the United Nations, I have made human rights a priority in every programme the United Nations launches and in every mission we embark on. I have done so because the promotion and defence of human rights is at the heart of every aspect of our work and every article of our Charter”. (Annan, 1999).

¿Qué significa imbricar la programación de UNIFEM desde un enfoque de derechos humanos?  

Una primera aproximación sería pensar el tema desde el compromiso de UNIFEM en el cumplimiento de los tratados internacionales de derechos humanos. Bajo este modelo, UNIFEM contaría en la región de América Latina y el Caribe, tanto con las declaraciones y convenciones internacionales como la Convención contra la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979), como con aquellas aprobadas por el sistema interamericano, entre las que se cuenta la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Convención de Belén do Para, 1994).

En otro orden, la respuesta al interrogante podría plantearse  desde una perspectiva más amplia, desde el sentido -y el valor- de los derechos humanos  que sobrepasa ampliamente su reconocimiento jurídico, no sólo porque los textos que se aprueban internacionalmente constituyen una medida que refleja el estado del pensamiento sobre los mismos en determinado tiempo histórico (Bobbio, 1971)
, sino sobre todo, porque como bien señala Nino, los derechos humanos no se agotan en los tratados: 

“los tratados internacionales, como toda norma jurídica, se sustentan en ciertos hechos que no constituyen por sí mismos razones justificatorias de acciones y decisiones. Sólo el positivismo ideológico, supone que del dictado y eficacia de ciertas normas jurídicas surgen -sin ninguna premisa adicional de índole valorativa que las justifique- razones para actuar como las normas prescriben” (Nino, 1995:4)
. 

La ratificación de los tratados de derechos humanos por la mayoría de los países que integran la comunidad internacional es un hecho y no hay duda que éstos cumplen  un papel significativo en el reconocimiento y exigibilidad  de los derechos. Los tratados, al consagrar nuevos derechos y garantías,  abrieron el camino para la acción judicial cuando algunos de los derechos son vulnerados. Los tratados de derechos humanos al adquirir jerarquía constitucional enriquecieron  el sistema de derechos de las constituciones y principios como el de “no discriminación” pasan a ser de aplicación directamente constitucional. De esta forma, queda abierta para las mujeres y sus organizaciones la vía judicial para exigir el cumplimiento de las normas previstas en las convenciones y la posibilidad de denuncia ante los organismos internacionales frente a actos de discriminación o por incumplimiento de la igualdad real de oportunidades o la incorrecta aplicación de las medidas de acción positiva.
  La consagración de los derechos ha cumplido, sin  duda, una gran función práctica que es la de haber dado particular fuerza a las reivindicaciones de los movimientos de mujeres y otros movimientos sociales, que exigen para sí y para los demás la satisfacción de nuevas necesidades materiales o morales. 

Sin embargo este enfoque tiene sus límites ya que los tratados pueden no ser ratificados, como es el caso de EEUU con los principales instrumentos internacionales; o bien los tratados pueden ser denunciados, como podrían hacerlo los países que pretenden introducir la pena de muerte. Y, finalmente, “los tratados tienen que ser interpretados y para ello no hay más remedio que recurrir a valoraciones que fundamenten las prescripciones que ellos contienen” (Nino, op.cit.).
Para responder al interrogante del inicio –cómo imbricar la programación de UNIFEM desde un enfoque de los derechos humanos-, este  documento se articula en dos partes: a) un  marco teórico y, b) una propuesta de operacionalización. 

En la primera parte, proponemos un paradigma argumentativo de carácter principista. Desarrollamos la definición de un marco conceptual en el cual nos proponemos:1°) dar cuenta de manera muy sintética de los elementos que recuperan una concepción ética de los derechos humanos; 2º) presentar una estrategia principista de justificación de los derechos  como presupuesto básico para redefinir la programación. De tal modo, los derechos serán vistos no sólo como condicionados por las convenciones jurídicas que los expresan sino, de manera más profunda, como exigencias frente a los órdenes jurídicos. 3ª) proponer criterios para definir la distribución de los bienes sociales en pos del ejercicio de derechos humanos, y 4°) repensar la relación entre Estado, ciudadanía y derechos en un régimen democrático. 

En la segunda parte, y a  partir de los temas definidos como prioritarios en el Strategy Bussiness Plan (SBP) y en el marco de una concepción ética de los derechos humanos que fortalezca la libertad e igualdad de las mujeres, es que nos proponemos sugerir una Agenda de UNIFEM que cumpla con los mandatos de la Conferencia de Viena . 
Así, a lo largo del documento, intentaremos mostrar Qué Hace la Diferencia de una programación que recupere una concepción ética de derechos humanos, argumentando que la diferencia resultará de proponer estrategias tendientes a afianzar las nociones de libertad e igualdad entre los seres humanos -universalmente válidos e indivisibles por definición-; consolidar los principios de autonomía, inviolabilidad y dignidad de las mujeres, y construir un orden jurídico e instituciones democráticas capaces de garantizar el ejercicio de los derechos humanos.

UNIFEM ha estado comprometida con los derechos humanos de las mujeres desde su propia fundación. El cambio de paradigma en este caso, estará dado, no tanto por lo que se hace, sino más bien en el por qué de lo que se hace  y en cómo se articula la programación con la participación de todos los actores implicados.
Recuperando el planteo de la Declaración de Viena que reclama un mayor fortalecimiento en la interrelación entre Democracia, Desarrollo y Derechos Humanos, abogando por la protección universal sin imposición de condicionamientos, la estrategia de UNIFEM desde un enfoque ético de los derechos humanos deberá colocar como eje central de la programación el tema de la justicia redistributiva. En ese contexto, lo que marca la diferencia, es la participación de las mujeres para crear nuevas demandas y colocar nuevos temas en el debate social  y la construcción de instituciones democráticas sólidas que garanticen el ejercicio de los derechos.

PRIMERA PARTE: Marco conceptual: una concepción robusta de los derechos humanos
1. Cuestiones conceptuales y de justificación 
La tarea de redefinir la programación de UNIFEM bajo una perspectiva de derechos humanos, supone un primer esfuerzo de conceptualización de la propia idea de derechos humanos. 

Con frecuencia, esta idea nos remite directamente a los derechos reconocidos en el conjunto de tratados internacionales que protegen los derechos humanos en el plano internacional o a los derechos constitucionalmente protegidos en los sistemas nacionales. Sin embargo, los documentos del sistema universal, los distintos sistemas regionales y las constituciones nos remiten, en principio, al reconocimiento legal de esos derechos, es decir, a los derechos previstos en normas positivas de un sistema jurídico determinado. 

Los derechos reconocidos jurídicamente se corresponden con diferentes tipologías que pueden distinguirse, según lo propuso clásicamente Hohfeld 
(1968), entre: a) derechos-libertades, tipología reservada para los casos de ausencia de prohibición, b) derechos-autorizaciones generados por normas permisivas, c) derechos privilegios, correlativos de deberes activos o pasivos de otras personas, d) derechos-acciones cuando contemplan la posibilidad de exigir a algún órgano el cumplimiento de los deberes correlativos, e) derechos-competencias que reconocen la potestad de dictar normas para alterar las relaciones jurídicas de otros, y (f) derechos-inmunidades que son el correlato de la ausencia de competencia en los demás para alterar la situación del titular del derecho. Los derechos jurídicos reconocidos en los textos constitucionales o en tratados internacionales son, a menudo, combinaciones de estas categorías de derechos.

Sin embargo, pareciera que la referencia a normas jurídicas no es suficiente para justificar acciones o decisiones de instituciones públicas e individuos, o, como en el caso que nos ocupa, guiar la programación de agencias internacionales desde una perspectiva de derechos humanos. Las normas jurídicas que reconocen y garantizan derechos deben ser interpretadas y justificadas, y para ello es necesario recurrir a algo más que la formulación textual de las mismas.
 

Al invocar los derechos humanos para justificar una práctica u orientar una agenda pública local o internacional, recurrimos a principios éticos  que justifican y convalidan las normas que reconocen derechos humanos. Los derechos humanos son derechos morales que derivan de principios éticos que tienen como características distintivas la autonomía, finalidad, supervivencia, publicidad, universalidad, y generalidad (Nino, 1989).

Una programación de UNIFEM desde una perspectiva de derechos humanos debe recuperar un concepto de derechos humanos más complejo que el que reduce su valor al reconocimiento jurídico en tratados de derechos humanos o normas jurídicas nacionales, y pasar al plano de la conceptualización y justificación ética de los derechos. 

Esto cobra especial relevancia en América Latina, dónde los debates públicos se caracterizan por un exacerbado formalismo,
 la ausencia de la práctica de dar razones públicas sustantivas (Rawls, 1992),  y la preponderancia de justificaciones del tipo de las promovidas por el positivismo ideológico.
 En contextos de este tipo, sin tradición de justificación ética de los derechos, y de las instituciones y las políticas públicas basadas en ellos, utilizar un concepto de  derechos humanos acotado a su expresión como derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico sólo reforzaría tales prácticas formalistas poco o mal justificadas. 

De ahí que, conceptualizar los derechos humanos además de como derechos legalmente reconocidos también como derechos morales sea, en este contexto, una cuestión estratégica fundamental para contribuir a un cambio en el paradigma argumentativo imperante. Para ello, resulta central pensar una estrategia principista de justificación de los derechos humanos.

Los derechos deberían ser vistos no sólo como condicionados por las normas jurídicas que los expresan, sino de manera más profunda, como exigencias éticas justificadas frente a los órdenes jurídicos 
(Dworkin, 1978). No tenemos derechos solamente a partir del derecho, sino frente al derecho. 

Una estrategia principista enfatizaría: 

1. El carácter universal de los derechos (de ahí la idea de derechos humanos, es decir derechos no condicionados por la pertenencia a determinado grupo, comunidad o cultura).

2. El especial rol del Estado respecto de estos derechos. Todos tenemos la obligación  de respetar la vida y la libertad de los demás, pero hay una diferencia entre la fuerza de esta demanda respecto de nuestras acciones y respecto de nuestras omisiones. Yo debo abstenerme de matar, pero no tengo un deber de interferir con otra persona que intenta matar a un tercero a costa de perder mi brazo. El Estado, en cambio, no puede acudir a estas distinciones respecto de sus obligaciones.

3. La prioridad de los derechos respecto de otros objetivos social o políticamente valiosos. Es una característica de los derechos la de bloquear consideraciones acerca del bien común, los objetivos políticos, etc. Cuando un derecho está en juego, debe imponerse a otras consideraciones. Es por eso que frases hechas como ”los derechos deben adecuarse al bien común” implican desconocer qué son los derechos. Por el contrario, el bien común –y ese tipo de consideraciones—son las que deben ajustarse a las demandas de los derechos(Dworkin, 1978).
4. La indivisibilidad o la necesidad de no constreñir la idea de derechos a sólo un grupo de ellos. Los derechos civiles y políticos, y los económicos, sociales y culturales son derechos humanos, y es imperioso rechazar toda pretensión de menospreciar el carácter fundamental de alguno de estos grupos de derechos . Los derechos socio-económicos son condición para el ejercicio real de muchas libertades, y los derechos de tercera generación apuntan a defender componentes básicos de la vida social como el lenguaje, la cultura, el ambiente. 

Una estrategia principista de justificación de los derechos es uno de los presupuestos básicos del trabajo de redefinición de la programación de UNIFEM bajo una perspectiva de derechos humanos.

En esta línea argumental, la igualdad de las personas es una justificación interesante que sustenta la noción de derechos humanos. Todos los seres humanos deben ser tratados como libres e iguales. Todos los seres humanos disponen de una capacidad mínima de dar y recibir razones, de valorar, de dar y recibir un trato justo. Entre los seres humanos no se justifica ninguna subdivisión que otorgue mayor valor a la vida de algunos que a la de otros. 

Ahora bien, para que la vida social sea compatible con este requerimiento básico de igualdad, es necesario que los estados eviten beneficiar a algunas personas a expensas de la explotación de otras. Los derechos cumplen ese rol protector, que garantiza un cierto estatus especial a cada persona, que la pone a salvo de ser victimizada en pos de servir a los deseos o intereses de otras personas o grupos 
(Dworkin, 1978). 

Los derechos pueden verse también como precondiciones para la existencia de una práctica omnipresente en las sociedades humanas, el diálogo moral. Esta práctica tiende a resolver pacíficamente los conflictos, facilitando la cooperación y el consenso. Como Habermas o Nino (1996) han señalado, para que esta práctica pueda funcionar es preciso que los participantes compartan ciertos presupuestos, que podemos entender como requisitos formales de la práctica. Por ejemplo, no debe recurrirse al engaño, la manipulación de información, el uso de la fuerza, etc., como medios para defender un punto de vista en un debate ético. Estos requisitos pueden verse como delineando una noción de derechos humanos. De esta manera, la propia práctica del diálogo moral, presupone que nos reconocemos mutuamente como personas libres e iguales, capaces de valorar y de elegir, personas cuya expresión de voluntad es significativa y valiosa, etc. Si luego pretendiéramos defender un punto de vista negatorio de los derechos (y alegar la bondad del racismo, o del sexismo) estaríamos incurriendo en una contradicción pragmática respecto de los presupuestos de esta práctica. 

2. Principios fundantes de los derechos humanos

Desde su misma concepción, los derechos humanos han sido definidos en función de ciertos principios básicos relacionados con los ideales de libertad e igualdad entre los seres humanos. Estos principios representan el espíritu de los derechos humanos, y, en cierto sentido, estipulan criterios que guían su operacionalización, aún cuando su formulación no se encuentre plasmada como tal en el articulado de los tratados internacionales de derecho positivo.

Una sucinta revisión de los mismos, nos permitirá acercarnos a una mejor comprensión del contenido (vale decir: cuáles son los derechos humanos), la función (para qué sirven) y la dinámica de los derechos humanos en general. Igualmente, esta recapitulación nos posibilita discutir la especificidad de las mujeres en la sociedad y el modo en que los derechos -universales- pueden responder a la misma.

Carlos Nino (1989) 
establece tres principios que permiten trazar la definición de los derechos que se considerarán humanos, tanto como su función y las condiciones válidas para la negociación de sus alcances. Estos principios son:

1. Principio de autonomía personal, que determina cuáles son los bienes que dan contenido a los derechos humanos, en función de elegir y materializar determinados “ideales de excelencia humana”.

2. Principio de inviolabilidad de la persona, que prohíbe disminuir, por acción u omisión, la autonomía de una persona para dar a otra mayor autonomía.

3. Principio de dignidad de la persona, que establece la posibilidad de imponer responsabilidades y obligaciones a las personas, en la medida en que las mismas se originen en sus decisiones o consentimiento. 

El principio de autonomía indica  el valor sustantivo de “la libre elección individual de los planes de vida y la adopción de ideales de excelencia humana”, y a la vez, señala que “el Estado (y los demás individuos) no debe interferir en esa elección o adopción, limitándose a diseñar instituciones que faciliten la persecución individual de esos planes de vida...” (Nino, 1989:204). 

Desde esta perspectiva, la autonomía personal será la condición deseable que sentará las bases para la definición de los contenidos de derechos humanos, justificando tal elección en aquellos bienes indispensables para su consolidación y expansión. Así, el derecho a la vida y a la capacidad de transitar libremente se encuentran en la base misma de esta idea. A partir de allí, todo lo relativo a la promoción y prevención de la salud así como los derechos sexuales y reproductivos, se inscriben dentro de esta lógica. Por otra parte, la posibilidad de acceder a una educación que habilite a los sujetos para ampliar su capacidad de definir su propio plan de vida -y no a cualquier tipo de educación-, será otro de los bienes fundamentados en este principio. Igualmente, las personas requieren de cierta disponibilidad de recursos económicos para materializar sus ideales de vida, y en base a esto, se inscribe el derecho a  disponer de un trabajo digno y de un tiempo de descanso apropiado.  

Ahora bien,  etimológicamente, el concepto griego de autonomía se refiere a la habilidad de los sujetos de seguir reglas elaboradas por ellos mismos.
 Pero ¿cuáles son las condiciones personales y sociales requeridas para la conformación de sujetos autónomos? ¿Cómo las mismas se relacionan no sólo con la definición sino también con la distribución de los bienes que procuran la ampliación de la capacidad de materializar planes de vida definidos autónomamente? 

Aunque en teoría esta capacidad podría encontrarse en distintas personas, con independencia de su sexo, la autonomía no constituye un atributo estimulado por igual a hombres y mujeres. En nuestra cultura, el modelo de relaciones de género que ha sido hegemónico durante siglos, supuso tanto la formación diferencial de capacidades de decisión en unos y otras, como la creación de entornos favorables para la puesta en práctica de las decisiones tomadas por los hombres. De tal modo, la autonomía de las mujeres, en términos generales, puede haber sido afectada tanto por acciones como por omisiones (al disponer de estímulos altamente diferenciales para la construcción de capacidades de decisión y de participación, por ejemplo, en los foros públicos).

El principio de autonomía cobra relevancia en el caso de las mujeres por el hecho de basarse en un discurso ético  que presupone la “separabilidad” de las personas, en el sentido de la no supeditación de una persona moral a otra. Esta precondición de la autonomía, parte de la base que no existen fundamentos para definir jerarquías entre distintas personas (mucho menos por condiciones tan azarosas como el género, la raza, la clase, etc.), y anuncia que no se puede justificar la limitación de la autonomía de ninguna persona en base al bien que tal limitación pueda causar a otras.

De allí se deriva el segundo de los principios señalados, que procura recuperar la idea subyacente al presupuesto de “separabilidad” de las personas morales (Rawls, 1971; Nino, 1987)
.

El principio de inviolabilidad de la persona establece la función de los derechos como límites frente a políticas (y prácticas) dirigidas a incrementar la autonomía de una persona en detrimento de otra así como la noción de “autonomía agregativa” de la sociedad. Imbricado en la histórica tensión entre individuo y sociedad, este principio atribuye a los derechos humanos un papel de defensa de la autonomía de cada sujeto en relación con aspiraciones de bienestar general que atenten contra la misma. De tal modo, se opone a posiciones holísticas -como el comunitarismo- que postulan la posibilidad de compensación interpersonal de intereses.

Para tomar un ejemplo, se puede considerar las políticas de población tendientes al “control de la natalidad”, con métodos tales como la esterilización masiva de mujeres, como una política que busca alcanzar un supuesto “bien común” (disminuir el crecimiento demográfico), sin tomar en cuenta los intereses y deseos de las mujeres. En cambio, una política que promueva el ejercicio de los derechos humanos, deberá ofrecer las condiciones para que las mujeres y/o las parejas decidan libremente cuántos hijos tener y cuándo tenerlos. La crucial diferencia entre una y otra perspectiva es que al reconocer la libre determinación como un principio irrenunciable, el enfoque de derechos renuncia a visualizar a los seres humanos como medios para el logro de objetivos supuestamente más vastos y reconoce a cada persona como un fin en sí mismo (Nino, 1987; Waldron, 1993)
.

Frente a la cuestión de los denominados “derechos de las mujeres”, este principio llama a identificar a las mujeres no como un sujeto colectivo de derechos, sino como grupo de personas sujetas a discriminaciones similares. Es decir que no debe perderse de vista que los/as titulares de derechos son los sujetos individuales, y que allí cuando se procurara la defensa de cierto grupo o comunidad (como sucede en el caso de los pueblos indígenas a través de los derechos llamados de tercera generación), estos deberían ser considerados como derechos que un grupo posee frente a un conjunto más amplio de la sociedad, pero nunca en contra de algunos de sus individuos (Waldron, op.cit.). 

De tal modo, este principio reafirma que el punto de vista para la definición y el manejo de los derechos es el del titular de derechos. Los derechos tratan sobre el valor de cada persona y suponen que el respeto que unos a otros nos asignemos constituye la base fundamental de la vida en sociedad (Waldron, op.cit.).
Ahora bien, sostener que la autonomía de cada persona no puede ser discrecionalmente vulnerada en función de concepciones utilitaristas o comunitaristas, no significa que en ningún caso los seres humanos pueden renunciar por sí mismos a cuotas de autonomía, y asumir compromisos y responsabilidades como parte de una negociación colectiva. 

Ello conduce al tercer principio: el de dignidad de la persona, que da cuenta del manejo dinámico de los derechos, al legitimar “la posibilidad de sus beneficiarios de operar con ellos, renunciando a algunas de las ventajas a las que tenían derecho a cambio de otras en persecución de sus distintos fines” (Nino, 1989:293). 

Este principio permite, en teoría, que negociemos, en un terreno interpersonal, las condiciones necesarias para la definición y puesta en práctica de nuestro propio plan de vida. En la medida en que el límite a nuestra autonomía estaría ocasionalmente basado en un consentimiento libre, producto de una decisión racional, se estaría respetando la dignidad de cada persona. Sin embargo, esta capacidad de negociación, se encuentra íntimamente relacionada con las dosis de autonomía que los sujetos efectivamente disponen, y por tanto, llama a potenciar una auténtica capacidad de acción (“agency”) para todos los sujetos . 

En síntesis, los principios sugeridos parten de un ideal de libertad en un marco de igualdad (no de oportunidades sino de condiciones) para su puesta en práctica por parte de cada ser humano. Constituyen la sustancia ética  de la idea de libertad, pero además presuponen una institucionalidad justa para su efectiva puesta en práctica.

En el marco  de la discusión sobre los derechos de las mujeres, Ferrajoli se pregunta si la existencia de -al menos- un derecho fundamental que corresponde exclusivamente a las mujeres, como el de la maternidad voluntaria y la instauración de nuevas y específicas garantías sexuadas, es suficiente para poner en crisis el valor del principio de igualdad o para hacernos pensar que estamos fuera del paradigma de la igualdad. Creo, dice “..que se debe decir exactamente lo contrario. Es decir, que el valor de la igualdad resulta confirmado y  reafirmado, si bien en un sentido más complejo y articulado que el corriente, en virtud del análisis de la diferencia y de las implicaciones que de ella deben extraerse para una igual y efectiva valorización de las diversas e identidad.”

3.  Criterios orientadores de justicia: distribución y reconocimiento

¿Cuáles serían los criterios de justicia que indican si las instituciones sociales responden adecuadamente a los principios señalados, vale decir: a la realización del ideal de libertad e igualdad? ¿Sobre la base de qué consideraciones se debe determinar y negociar la distribución de libertades individuales y recursos disponibles en las sociedades -escasos por definición? ¿En qué consistiría un marco institucional justo a la hora de distribuir los recursos de una sociedad? ¿Puede el mismo basarse en una noción de universalidad, siendo tantas y tan agudas las diferencias entre las personas, no sólo en función de su género sino también por su inscripción social, su pertenencia étnica, y hasta sus talentos y capacidades?

Algunas de estas preguntas están en la base de la teoría de la justicia propuesta por Rawls (1971)
, quien sostiene que en la formulación de un contrato social, los/as participantes  coincidirían en la aceptabilidad de dos criterios básicos:

1. “Cada persona ha de tener un derecho igual al esquema más extenso de libertades básicas iguales que sea compatible con un esquema semejante de libertades para los demás.
2. Las desigualdades sociales y económicas habrán de ser conformadas de modo tal que a la vez que: a) se espere razonablemente que sean ventajosas para todos, b) se vinculen a empleos y cargos asequibles para todos” (Gargarella, 1999:39)
 
Así definidos, los criterios de justicia reconocen la necesidad concomitante de distribuir libertades y recursos. De tal modo, esta teoría -de corte netamente universalista- permite tomar en cuenta las posiciones de aquellos individuos más desaventajados de la sociedad. Autoras como Susan Moller Okin (1996)
 señalan que el hecho sugerido por Rawls como condición previa de este pacto (la presencia del “velo de ignorancia”), permitiría reconocer como parte del pacto, la transformación de la situación de subordinación doméstica de las mujeres, y el énfasis en las más pobres.

Los filósofos que se ocupan de los temas propios de la justicia distributiva, han destacado el aspecto ético de la pobreza. Para Dworkin
, cualquier distribución debe tomar en cuenta la integridad de las personas incluyendo tanto la integridad corporal como el mantenimiento del cuerpo y la conservación de la salud, así como el respeto a la integridad de la persona que se cumple cuando se respetan sus preferencias, es decir cuando se amplían sus posibilidades de elección.

Un tema recurrente en el pensamiento político y sociológico es el de la exclusión que, a través de un análisis empírico, da cuenta que más allá de la voluntad expresa en las constituciones políticas de los Estados, existen grupos sociales que persistentemente están fuera de las decisiones que se toman en la política (Dahrendorf, 1995
), y fuera también de las “redes productoras de la riqueza y reconocimiento sociales” (Castel, 1997)
. Indudablemente, un grupo relevante entre los excluidos es el de los pobres, pero además, la pobreza presenta discriminaciones múltiples cuando se entrecruza con cuestiones de género y raza.

Si la cuestión de género ha obrado históricamente como una situación en la que convergen discriminaciones sociales, culturales y económicas, la respuesta que la justicia debe ofrecer tendrá que responder a esta complejidad.

De tal modo, las exigencias de justicia social no sólo se dirimen en la redistribución de recursos económicos. Paulette Dieterlen (2003)
 considera dos dimensiones de la pobreza –económica y ética- en referencia a dos nociones rawlsianas básicas: la de los “individuos menos favorecidos de la sociedad ” y la de “bienes primarios”.  Si bien el enfoque económico es indispensable para estudiar la pobreza, no podemos dejar de lado el aspecto ético puesto que, a juicio de Dieterlen, es el que mayor relevancia tiene en tanto limita  la autonomía de los individuos y afecta  sus posibilidades de elección. La pobreza es mucho más que la falta de acceso a derechos económicos y sociales. La pobreza constituye una situación que impide a la vez, el ejercicio de los derechos civiles y políticos. Es, en suma, una situación que obstaculiza la autonomía y la dignidad de las personas. 

Partir de una noción de autonomía y afirmar la necesidad de disponer de un esquema amplio de libertades, compatibles con las libertades de los demás, supone, a la vez, el reconocimiento de las diferencias culturales y la igualdad en la valoración de las mismas. Supone además, condiciones facilitadoras para la participación  de todos los sujetos  tanto en las decisiones relativas a la  distribución de recursos, como  en la misma definición de las necesidades. Y en esta definición vuelve a cobrar sentido el valor de la indivisibilidad de los derechos humanos.

En palabras de Amartya Sen: 

“los derechos políticos no son sólo importantes para la satisfacción de las necesidades sino que son cruciales para la formulación de las necesidades. Y esta idea hace referencia en el fondo al respeto que nos debemos unos a otros como copartícipes de la condición humana. Su papel no es meramente instrumental, sino que son valiosos en sí mismos” (Sen, 1994, citado en Nussbaum, 2002:143)
. 

Desde todo punto de vista, un esquema defendible de justicia reconoce la indivisibilidad de los derechos humanos, así como su universalidad.

Una de las propuestas que más agudamente resuelve el dilema entre quienes defienden la justicia como una cuestión de redistribución de recursos, y quienes abogan por el reconocimiento cultural (a través de la deconstrucción de diferencias) es la de Nancy Fraser (1997)
, quien propone una noción “bivalente” de la justicia. Si la noción universalista parte del reconocimiento universal de los seres humanos como sujetos morales, la propuesta de Fraser recupera de un modo más pragmático el análisis de aquellas diferencias ligadas con la subordinación o la discriminación, que en muchos casos combinan restricciones sociales y económicas con falta de reconocimiento cultural (como en el caso del género, la sexualidad, y la raza). 

Desde esta perspectiva, “la forma o formas de reconocimiento que requiere(n) la justicia en un caso determinado depende(n) de la forma o formas de falta de reconocimiento que han de ser reparadas” (Fraser, op.cit.). La propuesta integradora de estas perspectivas se constituiría en un núcleo normativo que, a través de garantizar la paridad en la participación de los distintos actores sociales, contenga simultáneamente políticas de redistribución (ligadas a los recursos económicos) y políticas de reconocimiento (cultural).

En el caso específico de las mujeres, esta noción cobra relevancia al enfatizar la necesidad de dar visibilidad a sus demandas de reconocimiento, ampliar su capacidad de participación y de exigibilidad de sus derechos, a la vez que disminuir las brechas económicas, sociales y culturales que han coexistido con un sistema de subordinación de género. Esto supone, una vez más, recuperar el principio de autonomía e intentar ponerlo en práctica en el tratamiento de cada uno de los temas que se consideren defendibles en cualquier programación de política pública.

De tal modo, se reconoce, ante todo, que asumir un enfoque de derechos humanos como base de cualquier tipo de programa social, no sólo alude a los objetivos de tales programas (en términos de enunciados tales como “vivir sin violencia es nuestro derecho”) sino también, a la metodología empleada para hacer efectivos estos derechos. La misma no podrá eludir el fortalecimiento de la voz y la participación de las mujeres, particularmente de aquellas que se encuentren en posiciones de mayor desventaja.

Hasta aquí, hemos dado cuenta del significado y el alcance de una concepción ética de los derechos humanos. Sin embargo, los principios señalados y los criterios orientadores de justicia defendidos, deberán materializarse a través de un marco político e institucional que además de reconocer la legitimidad de los derechos como tales, ofrezca herramientas para su exigibilidad.

Desde este punto de vista, sería razonable  tratar de conectar los derechos con el derecho como legalidad
, el lenguaje ético-político con el lenguaje jurídico, el reclamo con su exigibilidad legal, las reivindicaciones legítimas con los ordenamientos positivos, y los contenidos con los procedimientos. Sólo así, la “retórica de los derechos“ volvería a llenarse de contenido y colocaría la lucha por nuevos derechos en el horizonte ineludible de la moderna diferenciación (reconociendo la autonomía de los distintos sistemas: político, ético y jurídico). Sólo así, también, el campo jurídico podría traducir las reivindicaciones legitímas a un lenguaje público (no exclusivamente técnico), expresivo del pluralismo social y político de nuestro tiempo.

Esta noción nos lleva a preguntarnos ¿cómo pensar la articulación entre derechos, ciudadanía y Estado democrático y cómo la misma podrá generar un marco plausible de volver exigibles aún los derechos sociales?  De esto nos ocuparemos en el siguiente ítem.

4. El papel del Estado Democrático:  exigibilidad de derechos más allá de la ciudadanía 

Los debates teóricos en torno a los derechos y la ciudadanía están ligados con posiciones en el terreno político. De tal modo, éstos han proporcionado un contexto de fundamentación para políticas públicas implementadas en las llamadas reformas estatales, sobre todo en lo que hace a la dimensión social de la ciudadanía. 

Si bien parte de la teorización contemporánea ha cuestionado el papel del Estado, la experiencia de las últimas décadas ha demostrado la necesidad de repensar tanto la función como los alcances del Estado en un régimen democrático. En estos debates aparece como imprescindible la construcción de estados y, a la vez, de la institucionalidad necesaria para operar como garantía del ejercicio de los derechos. 

En el debate teórico actual, es ya  un lugar común afirmar que la ciudadanía clásica está siendo erosionada por tendencias globales, supranacionales y por impulsos locales y particularistas. Lo que esta en juego en este debate es la idea de ciudadanía pensada en los límites del Estado Nación. La llamada crisis y redefinición de la soberanía estatal, el surgimiento de instituciones supraestatales y la realidad de las migraciones, han llevado a muchos analistas a posiciones diferentes en cuanto a los llamados derechos de ciudadanía y a su relación con la pertenencia nacional –estatal.

Para Marshall la ciudadanía era nacional por definición, aunque se ligaba  con la lealtad a una civilización que se conocía como patrimonio común. La idea de Marshall de asociar la libertad y los restantes derechos de ciudadanía con pertenencia a una determinada comunidad, apelaba directamente a una idea de ciudadano  como miembro de la comunidad. La pertenencia genera derechos y los derechos dan sentido a la pertenencia. Quienes, desde concepciones comunitaristas critican el lenguaje de los derechos  intentan recuperar un modelo, paradigma o ideal de ciudadanía construida más sobre la idea de identidad política y de pertenencia que de derechos individuales. Esta postura  recupera el aspecto de la pertenencia a la comunidad política, el vínculo de unión con los demás, la lealtad con el patrimonio y la herencia común presentes en la definición de Marshall pero divorciándolo, en grados diferentes de los derechos de un modelo de ciudadano como portador de derechos. 

Es decir, dos elementos que aparecían unidos en la caracterización marshalliana: progresiva conquista y formulación de derechos civiles, políticos y sociales y la pertenencia a una comunidad, parecen disociarse
 .Otras teorías  por el contrario acentuarán el lado de pertenencia activa a la comunidad política, los lazos civiles, las obligaciones ciudadanas, la participación, y la forma de compromisos y de relación con la comunidad desechando a veces la idea de derechos y de instituciones y procedimientos  democráticos.

Autores como Ferrajoli, desde una postura jurídica estrictamente liberal, consideran que la idea de ciudadanía, como presupuesto de los derechos, se ha desmoronado al menos a nivel jurídico. Tomar en serio los derechos dice Ferrajoli “...significa hoy tener el valor de desvincularlos de la ciudadanía como “pertenencia“ (a una comunidad estatal determinada) y de su carácter estatal. Y desvincularlos de la ciudadanía significa reconocer el carácter supra-estatal- en los dos sentidos de su doble garantía constitucional e internacional- y por tanto a tutelarlos no sólo dentro sino también fuera y frente a los Estados, poniendo fin a este gran apartheid que excluye de su disfrute a la gran mayoría del género humano contradiciendo su proclamado universalismo”. 

 Ferrajoli entiende  que todos los derechos fundamentales, con la única excepción de los derechos políticos, fueron proclamados inicialmente, en la Declaración francesa de 1789 y luego en las sucesivas cartas constitucionales, como derechos “universales” reconocidos a todos en cuanto personas y no en cuanto ciudadanos. En la época de la revolución francesa y luego cuando T H Marshall escribía, “persona” y “ ciudadano” de hecho se identificaban. Hoy no podemos reducir los derechos de hombres y mujeres a los derechos de ciudadanía.  “..en la crisis de los Estados y de las comunidades nacionales que caracterizan este fin de siglo, conectada con fenómenos paralelos como las migraciones de masas, los conflictos étnicos y la distancia cada vez mayor entre Norte y Sur, es preciso conocer que la ciudadanía ya no es, como en los orígenes del Estado moderno, un factor de inclusión y de igualdad.
 

Repensar el estado en un sistema democrático, nos lleva a  discutir las garantías de los derechos sociales. O sea, a los derechos a prestaciones públicas positivas como las consagradas por la mayoría de los Estados en sus constituciones: derechos al trabajo, a la salud, a la educación, a un salario justo, a la seguridad social, etc.

Para hacer exigibles los derechos se requiere, por lo menos, pensar en la reforma y transformación de los poderes del Estado y crear instituciones fuertes, así como otorgar nuevas formas a lo público separado de lo estatal, como espacio de convergencia entre el estado, el sector privado, las instituciones y organizaciones sociales en el cual se define una agenda pública y se dirimen los conflictos.
 Es la responsabilidad estatal lo que se debe discutir para abordar temas como el financiamiento o los derechos sociales, en la idea de reconectar la democracia con los derechos no solo en su ampliación sino en las tareas de control y ejercicio de accountability, a la defensa de las asociaciones civiles de los derechos establecidas (en el plano civil, político, económico y sociales) a la participación ciudadana en la elaboración de las políticas  públicas, en el seguimiento y contralor de los mecanismos de judicialización de los derechos. En síntesis, el desafío es construir institucionalidad

Ferrajoli propone que es la divergencia entre normatividad y efectividad lo que deberá ser objeto de tratamiento a la hora de realizar una aproximación garantista de los derechos sociales. Reconoce que la ciencia del derecho no ha elaborado aún –frente a las violaciones que derivan de la omisión de prestaciones– formas de garantía comparables en eficacia y sencillez a las previstas para los demás derechos fundamentales, tanto de libertad como de autonomía. 

El  Estado social, al no hallar respaldo en modelos teórico-jurídicos equiparables a los que se encuentran en al base del Estado liberal, se ha desarrollado sin ningún proyecto garantista, por medio de una caótica acumulación de leyes, aparatos y prácticas político –administrativas.

Se requiere la máxima desburocratización del Estado social por medio de estrategias que no respondan a una lógica discrecional y selectiva sino a la lógica universalista que caracteriza precisamente a los derechos fundamentales, que destaque a un mismo tiempo jurídico, económico y político de un principio de carácter general, según el cual un derecho social puede ser garantizado de manera mucho más completa, sencilla y eficaz desde el punto de vista jurídico, menos costosa en el plano económico, más distante de la discrecionalidad político-administrativa y, por tanto, más alejada de la selectividad y posible corrupción que esta alimenta, cuando más reducida sea la intermediación burocrática necesaria para su satisfacción, y, más aun en el caso de que llegara a ser eliminada por medio de una garantía igual para todos, ex lege, con independencia del grado de necesidad y de los complicados e ineficaces procedimientos para su determinación. 

SEGUNDA PARTE: Operacionalizar la programación de UNIFEM desde una concepción ética de los derechos humanos 

Una programación de UNIFEM que recupere una concepción ética de los derechos humanos basada en la igualdad y la libertad debe estar atravesada por los tres principios de autonomía, inviolabilidad y dignidad de las personas, que hacen a la definición de contenido de los derechos humanos. 

Esto requiere pensar un cambio de paradigma que coloque como tema central del desarrollo: equidad y ciudadanía. En este marco, los  derechos humanos  no son “anexo” de las políticas de desarrollo, sino que deberían constituirse en la guía para el diseño y la ejecución de tales políticas (Santos Pais, 1998)
.

Para muchos, “las desigualdades económicas siguen siendo una quimérica promesa de ciudadanía.”
 La globalización económica parece estar asociada con nuevos tipos de exclusión social, una porción significativa de la población parece haber perdido todo contacto con la esfera de la ciudadanía. Los verdaderos perjudicados no son sólo aquellos marginados económicamente, son “extraños” por su raza, su nacionalidad, su religión o cualquier otro rasgo distintivo escogido como pretexto para la discriminación, la xenofobia y, a menudo, la violencia.

Frente a esto, UNIFEM ha explorado  “... dar nueva forma a la globalización para promover el progreso de las mujeres que no solo promoverá la igualdad de género sino también la reducción de la pobreza, el desarrollo humano y la realización de los derechos humanos” 

Desde un enfoque que recupere una concepción ética de los derechos humanos, “tanto las políticas de combate a la pobreza como los medios para implementarlas deben tener en cuenta el respeto  a  las personas. Cualquier política social que soslaye la dimensión moral de la pobreza corre el riesgo de fracasar. El combate a la pobreza tiene que buscar la manera de mejorar el ingreso y el bienestar de los individuos, pero también debe proporcionarles los medios necesarios para que desarrollen su autonomía, para que logren establecer sus propios planes de vida y puedan buscar los medios adecuados para llevarlos a cabo y, finalmente, para que puedan alcanzar e incrementar las bases sociales del respeto a ellos mismos”. (Dieterlen, pag. 49) La pobreza impide el ejercicio de los derechos  y pone en jaque principios como  dignidad humana y  autonomía. La pobreza no solo lesiona la igualdad sino también la libertad.

Repensar la programación de UNIFEM desde una concepción ética  de los derechos humanos –sustentada en los principios de Universalidad e Indivisibilidad- exige nuevos recursos conceptuales. En ese sentido, se ha avanzado en la conceptualizacion de un desarrollo sustentable con equidad  y se ha afinado el análisis al incluir el genero en la macroeconomía.

Los neoliberales, en contra de toda evidencia histórica, como así también lo han hechos los utilitaristas, consideran  que el aumento  de la riqueza que se produce de forma colectiva (globalmente) llegara  de forma espontánea, según las leyes del propio mercado, a beneficiar a los últimos, a los más débiles. Desde esta perspectiva los derechos fundamentales son superfluos-la autorregulación del mercado, por decirle de alguna manera, otorgaría a todos mas de lo que les puede otorgar cualquier defensa jurídica: mejores escuelas, mejores servicios de salud,, mejor trabajo, solo es cosa de saber esperar –o, incluso, se ve a los derechos como vínculos peligrosos porque se alejan de las actividades empresariales, de la fuerza multiplicadoras de la riqueza y, por lo mismo, del “progreso”.
 

1. Desarrollo sustentable con equidad: Programa Macroeconomía y género      

El desarrollo de este Programa  desde una concepción ética de los derechos humanos, se propone dar una nueva forma a la globalización, poniendo en juego los principios de autonomía y dignidad así como la supremacía de los derechos sobre cualquier otro objetivo social, político o económico.  La inclusión del género, no solo garantiza un mejor resultado en las políticas globales sino que desarrolla en las mujeres su capacidad de elegir – autonomía- y la posibilidad de participar  negociando  las condiciones de un modelo de vida- dignidad  – potenciando a la vez, la capacidad de las mujeres como sujetos de derecho. 

En este enfoque  el género es considerado como un elemento constitutivo de las relaciones sociales basadas en las diferencias entre los sexos, forma primaria de relaciones significantes de poder.  La cuestión de la definición del termino género no es meramente teórica, sino que tiene alcances políticos, ya que una perspectiva de género solo puede ser sustentada en una estrategia de desarrollo con equidad que incorpore una dimensión de género e  incluya al conjunto de la sociedad: mujeres y hombres. Esto significa superar la vieja concepción de “políticas para mujeres” y  colocar el tema desde un enfoque de derechos humanos en el marco de la intervención social del Estado
. Esto es, el conjunto de las políticas publicas que afectan las condiciones de vida de la población y el orden social. Incluye políticas macroeconómicas, demográficas, de educación y de familia, y la manera en que se conforma la oferta de trabajo y se determina el salario. 

Las economistas feministas al considerar que los ajustes macroeconómicos impuestos por los organismos internacionales no afectan de igual manera a hombres y mujeres  y que  variables macroeconómicas claves como ahorro, consumo e inversión, tienen comportamientos diferentes de acuerdo al género, permitió “descorrer el velo” sobre  la eficacia de estas políticas, que al no incluir el valor económico del trabajo reproductivo de las mujeres  y la carga de trabajo en la sociedad reemplazando a un Estado que se redujo, permitió  sobredimensionar  la supuesta eficiencia de estas políticas. El resultado del “derrame” y las  políticas macroeconómicas implementadas durante la última década es conocido: mayor pobreza y exclusión social.
 

Por otra parte, desde una concepción ética de los derechos humanos que incorpore la variable género en las decisiones macroeconómicas, favorecería el pasaje hacia un cambio de paradigma en relación con las miradas que continúan siendo hegemónicas en el pensamiento sobre el desarrollo, y que lo vinculan casi exclusivamente al crecimiento económico, sin detenerse en los efectos sociales que el mismo conlleva, cuando no se acompaña con un determinado sistema de distribución. 

El hecho de introducir una categoría que -en sí misma- alude a un modelo de relaciones sociales jerárquicas, permite que el foco vire hacia la centralidad de la cuestión social, y refleje analíticamente los modos de producción y distribución de los recursos generados por determinados modelos económicos. De tal modo, la vinculación del género en la macroeconomía  permitiría adicionalmente, que los derechos humanos dejen de ser vistos como un “anexo” a determinados modelos de desarrollo y sistemas políticos, para establecerse en la base misma de los modelos que se procuren construir.
 

2. Nuevas herramientas de acción:  Presupuestos de Género. 

En igual sentido que el programa anterior, Presupuesto de genero constituye una  herramienta de acción para  incentivar la participación de las mujeres en el debate por la asignación de los recursos públicos, permitiendo además, presentar iniciativas de presupuestos de género, que no solo evalúa  los programas que tiene como  objetivo especifico a las mujeres sino que pone en evidencia la supuesta “neutralidad de genero” dentro de la política económica así como el impacto diferencial en mujeres y hombres de los presupuestos debido a sus distintas posiciones sociales y económicas. Esto permite que los gobiernos tengan en cuenta la esfera económica “no remunerada”, no solo por motivos de igualdad de genero, sino porque los cálculos realizados sugieren que vale por lo menos tanto como la economía remunerada y porque resulta vital para la cohesión social y la sostenibilidad.

Este Programa apunta no solo a la equidad de genero, sino a profundizar mecanismos e instituciones democráticas al lograr mayor transparencia (accountability). Desde un enfoque ético de los derechos humanos se intenta avanzar para incidir en el núcleo central de la asignación de los recursos públicos para que en esa instancia, se incluya la dimensión de genero y por lo tanto, se deje de lado la supuesta “neutralidad” en la asignación de recursos sectoriales y se contemple la diferencia entre los sexos. 

3. Construcción del principio de gobernabilidad:  Paz y seguridad

El criterio de paz nos envía a la idea de una menor desigualdad global, es decir, a la idea según la cual sin una predistribución más equilibrada de los recursos, la paz o es una paz de imperio (pax romana, o mejor dicho, americana) o es una tregua frágil mientras que el criterio de la “democracia” nos lleva a la idea de la igualdad política, pero también, da nueva cuenta, a un conjunto de instituciones necesarias en materia de derechos de libertad y de derechos sociales, sin los cuales la democracia es la omnipotencia de la mayoría y asume características populistas y plebiscitarias.

4.   Efectos sociales de las políticas económicas de la globalización: 

-La migración  ¿negación de la ciudadanía?

Los derechos fundamentales –menos los políticos- fueron proclamados como universales desde 1789, y han sido incorporados en las constituciones sancionadas e incluso en los códigos civiles. El universo judicial sigue coincidiendo o acaba coincidiendo con el orden interno de cada estado y es puesto a prueba histórica y socialmente, con el tema de la migración.  Estos derechos humanos fundamentales suponían que la titularidad la ejercían las personas, pero el tema de las migraciones saca a la luz que el ser persona ha dejado de constituir una condición para poseer dichos derechos, entre otras cosas porque estos, en los países desarrollados se han convertido en derechos de ciudadanía. La ciudadanía se ha fracturado internamente en diferentes tipos de ciudadanías desiguales, en los externos funciona como un privilegio y una fuente de exclusión y discriminación respecto de los no ciudadanos

Los fenómenos migratorios llegaron al punto de poner en estridente contradicción los  derechos humanos y los derechos de ciudadanía. Como se ha visto, muchos teóricos actuales de la ciudadanía han llegado a negar o al menos a poner en duda la naturaleza  de “derechos” de los derechos sociales y así a abandonar la idea de una Estado social de derechos basado, precisamente, en los derechos y no en la discrecionalidad de los aparatos, frente a la crisis de eficiencia y legalidad del Estado social considerada irreversible. Por  otro lado, frente a la paralela crisis del Estado nacional y de la soberanía estatal, a la que esta conectada la ciudadanía, parece  hoy todavía menos legitimo declinar los derechos fundamentales en términos “estatalistas”. En  efecto, la soberanía, incluso la de los países más fuertes, junto a los limites impuestos a la misma por la estipulación de los derechos, se ha desplazado a sedes supranacionales. Al mismo tiempo, el crecimiento de las interdependencias y a la vez de las desigualdades entre países ricos y países pobres y los fenómenos migratorios y de globalización nos advierten que caminamos hacia una integración mundial. Que el desarrollo de esta se produzca bajo la enseña de la opresión o de la violencia o, por el contrario, de la democracia y de la igualdad va a depender también del derecho. En estas condiciones, la categoría de la ciudadanía corre el riesgo de prestarse a fundar, antes que una categoría de la democracia basada en la expansión de los derechos, una idea regresiva y a la larga ilusoria de la democracia en un solo país, o mejor en los  ricos países occidentales, al precio de la no-democracia en el resto del mundo. 

Como sabemos estos derechos han sido siempre universales solamente de palabra, pues si normativamente desde la Declaración francesa de 1789 se han proclamado siempre como derechos de la persona, de hecho han sido siempre derechos del ciudadano. Y esto porque  en la práctica en la época de la Revolución francesa y luego durante todo el siglo pasado y la primera mitad de este siglo, hasta la Declaración universal de 1984 y los años en que escribía Marschall, la disociación  entre “personal” y “ciudadano” no planteaba ningún problema, al no pesar sobre nuestros países la amenaza de la presión migratoria. Pero seria hoy una triste quiebra de nuestros modelos de democracia, y con ellos de los llamados valores de Occidente, que nuestro universalismo normativo fuera a ser negado precisamente en el momento mismo en que resulta puesto a prueba.

En igual sentido esta ocurriendo con el derecho de asilo, las actuales constituciones europeas y las cartas internacionales de derechos han añadido, a los clásicos derechos de libertad negativa una serie de derechos humanos positivos –no solo a la vida y a la libertad, sino también a la supervivencia y a la subsistencia- desgajándolos de la ciudadanía y haciendo también de su goce la base de la moderna igualdad en derechos  y de la dignidad de la persona. Por tanto no existe razón  para que esos presupuestos no se extiendan asimismo a las violaciones mas graves de estos otros derechos, es decir,  a los refugiados económicos además de a los políticos. Por el contrario, ha prevalecido la tesis restrictiva, posteriormente desarrollada por las recientes leyes sobre la inmigración, más restrictivas todavía. El resultado es un cierre de Occidente sobre si mismo que lleva consigo el riesgo de  provocar no solo la quiebra del diseño universalista de la ONU, sino también una involución de nuestras democracias y la formación de una nueva identidad como identidad regresiva, compactada por la aversión  hacia el diverso por lo que Habermas ha llamado “chauvinismo del bienestar.”

En efecto, existe un nexo profundo entre democracia e  igualdad y, a la inversa, entre desigualdad en los derechos y racismo. Del mismo modo que la igualdad en derechos genera el sentido de la igualdad basada en el respeto del otro como igual, la desigualdad en los derechos genera la imagen del otro como desigual, o sea, inferior en el plano antropológico, precisamente por ser inferior en el plano jurídico. 

5.  Otros Programas: Puesta en acto de la indivisibilidad de derechos

Algunos de los temas prioritarios de UNIFEM en su Plan Estratégico constituyen claros ejemplos de la indivisibilidad de los derechos humanos. Principios como los de libertad, autonomía y dignidad de las personas no pueden ser efectivos sin derechos sociales que los sustenten e  instituciones sólidas que permitan su ejercicio y los garanticen.

Los programas de SIDA, violencia y derechos reproductivos tienen como única garantía de eficacia una política social que garantice el ejercicio de la libertad, la autonomía y la dignidad. 

¿Cómo abordar desde un enfoque ético de los derechos humanos la violencia contra las mujeres,  el ejercicio de los derechos reproductivos? ¿Cómo se expresa la indivisibilidad de los derechos humanos basada en la autonomía y dignidad de las personas? 

En primer lugar, vale la pena señalar que tanto la violencia como la negación de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres supone una vulneración de su autonomía y del ejercicio de la misma. Estas situaciones ponen en juego diversas capacidades de una persona al asentarse sobre un esquema de representaciones jerárquicas, que no reconoce la dignidad y ni la igualdad. Se vulneran así el derecho a la vida, a la autodeterminación, a la salud física y psíquica, a la integridad corporal, pero a la vez, se socava la dignidad, la capacidad de decisión, y hasta su posibilidad de participar en la política. La restricción de estos derechos constituyen actos por los cuales una persona o instituciones limitan la autonomía y, desde este punto de vista, no sólo dañan su integridad física y mental, sino su capacidad de diseñar su propia vida.

El tema central para  UNIFEM,  a partir de una concepción ética de los derechos humanos,  debería ser el desarrollo de una estrategia de comunicación  que logre la condena social del golpeador así como exija el reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos. Ello amplía la conciencia moral intersubjetiva sobre los derechos humanos, al generar consensos acerca de la injusticia básica representada en el hecho concreto mediante el cual un ser humano limita la autonomía de otro -otra- en su propio beneficio. Además, pero igualmente central, se requiere fortalecer la autonomía de las mujeres, generando capacidades para hacerle frente a estos problemas, para no dejar violar su integridad ni su dignidad como personas. Con estas estrategias y teniendo presente en cada caso la voz de las mujeres, el proceso se enriquece y permite multiplicar el horizonte de la meta (que las mujeres no sean violentadas), de tal modo, se crean condiciones no sólo en las mujeres sino también en la sociedad, para erradicar la violencia de género y de la negación de los derechos sexuales y reproductivos.

En otro orden y para fortalecer los principios de autonomía y dignidad se requiere:

1. Instrumentos jurídicos eficaces – legislación, programas- que permitan poner limite al ciclo de violencia protegiendo la integridad de las mujeres;

2. Garantizar el acceso de las mujeres al sistema judicial y su sostenibilidad durante el proceso mediante una política social –programas de apoyo-; 
3. Políticas públicas que garanticen el pleno ejercicio por parte de las mujeres de sus derechos sexuales y reproductivos;
4. Legitimación de las organizaciones de la sociedad civil (ONGs) para representar a las mujeres en el reclamo judicial de sus derechos; y

5. una justicia independiente capaz de dar respuesta en la emergencia

Sobre este trípode –legislación, justicia y política social- se asienta una estrategia tendiente a erradicar la violencia y la negación del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos que pone en acto la indivisibilidad de los derechos humanos.
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